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Cordialmente,

 

Consejo Superior de la Judicatura
JUZGADO TERCERO CIVIL MUNICIPAL DE

EJECUCIÓN DE SENTENCIAS DE
BUCARAMANGA

Carrera 10 N° 35-30, Bucaramanga - Teléfono: 6470224
j03ecmbuc@cendoj.ramajudicial.gov.co

De: Daniel Niño Mu�s <daniel209496@gmail.com> 
Enviado: viernes, 22 de enero de 2021 11:07 a. m. 
Para: Juzgado 03 Civil Municipal Ejecucion Sentencias - Santander - Bucaramanga <j03ecmbuc@cendoj.ramajudicial.gov.co> 
Asunto: SOLICITUD DE BENEFICIO DE COMPETENCIA - ARTICULO 445 DEL CODIGO GENERAL DEL PROCESO
 

JUZGADO 3 CIVIL MUNICIPAL DE EJECUCIÓN DE SENTENCIAS DE BUCARAMANGA 

RADICADO DEL PROCESO: 68001400301720170037001 

TIPO DE PROCESO: EJECUTIVO SINGULAR

DEMANDANTE: BANCO CAJA SOCIAL -B.C.S.C. S.A 

APODERADO JUDICIAL DE LOS DEMANDADOS: DR. DANIEL NIÑO MUTIS 

DEMANDADOS: 
SEÑOR JHON JAIME PINEDA ZABALA  
SEÑORA DIANA MARIA ESTEVEZ MARIN 
 
Por medio de la presente se solicitara el Beneficio de competencia frente al Bien Avaluado.
 
Atentamente
 
DANIEL NIÑO MUTIS  
C.C 1.098735735 
T.P 313701

Libre de virus. www.avast.com
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JUZGADO 3 CIVIL MUNICIPAL DE EJECUCIÓN DE SENTENCIAS 

DE BUCARAMANGA   

RADICADO DEL PROCESO: 68001400301720170037001  

TIPO DE PROCESO: EJECUTIVO SINGULAR  

DEMANDANTE: BANCO CAJA SOCIAL -B.C.S.C. S.A  

APODERADO JUDICIAL DE LOS DEMANDADOS: DR. DANIEL NIÑO MUTIS  

DEMANDADOS:  
SEÑOR JHON JAIME PINEDA ZABALA   

SEÑORA DIANA MARIA ESTEVEZ MARIN  

ASUNTO: SOLICITUD DE BENEFICIO DE COMPETENCIA 

DANIEL NIÑO MUTIS, identificado con la Cédula de Ciudadanía número 
1.098.735.735 y portador  de la Tarjeta Profesional No 313701 del Consejo Superior 
de la Judicatura, obrando en mi calidad de  Apoderado Judicial de los Demandados 
(Jhon Jaime Pineda Zabala, identificado con la Cedula de  Ciudadanía No 
13.721.496 de Bucaramanga y la Señora Diana María Estévez Marín, identificada 
con  la Cedula de Ciudadanía 37.840.641),  por intermedio del presente comunicado 
elevaremos la Solicitud de Beneficio de Competencia. 

Lo manifestado en el parágrafo anterior tiene como fundamento la siguiente: 

 

AFIRMACIÓN 

Se manifiesta y se probara por intermedio de los medios probatorios aportados en 
la Presente Solicitud, que el Bien Inmueble Avaluado (Bien Inmueble bajo Matricula 
Inmobiliaria 300-259303, ubicado en la Calle 45 No 1 Occidente -4, Apartamento 
503, Torre 1, Edificio El Portal de San Jorge del Barrio Campo Hermoso de la ciudad 
de Bucaramanga cuya propietaria es la Señora Diana María Estévez Marín 
identificada con la Cedula de Ciudadanía 37.840.641) es el único patrimonio que 
posee para la módica subsistencia de ella y de su Núcleo Familiar, compuesto de 
la siguiente manera: 

➢ Conyugue o Esposo: Jhon Jaime Pineda Zabala, identificado con la Cedula 
de Ciudadanía No 13.721.496 

➢ Hijo Mayor (Menor de Edad): Nicolhas Pineda Estévez, identificado con el 
Número Único de Identificación Personal – NUIP No 1.095.311.343. 

➢  Hijo Menor (Menor de Edad): Mathias Pineda Estévez, identificado con el 
Número Único de Identificación Personal – NUIP No 1.095.319.498. 



➢ El Naciturus o el que Está Por Nacer 

 

FUNDAMENTOS JURIDICOS A LA AFIRMACIÓN 

PRIMERA: En primer lugar el Estado Colombiano tiene la obligación de proteger de 
manera primigenia a la Familia como Núcleo Esencial de la Sociedad, por lo que no 
resulta viable quitarles el único Bien Inmueble (Bien Inmueble bajo Matricula 
Inmobiliaria 300-259303, ubicado en la Calle 45 No 1 Occidente -4, Apartamento 
503, Torre 1, Edificio El Portal de San Jorge del Barrio Campo Hermoso de la ciudad 
de Bucaramanga cuya propietaria es la Señora Diana María Estévez Marín 
identificada con la Cedula de Ciudadanía 37.840.641) que tienen para su módica 
subsistencia solo por una Deuda de Carácter Civil Adquirida por mis Protegidos con 
la Entidad Financiera Demandante. 

La antigua afirmación tiene su fundamento en los siguientes Estamentos Jurídicos: 

Constitución Política 

“Artículo 42. La familia es el núcleo fundamental de la sociedad. Se constituye por vínculos naturales 
o jurídicos, por la decisión libre de un hombre y una mujer de contraer matrimonio o por la voluntad 
responsable de conformarla. El Estado y la sociedad garantizan la protección integral de la familia. 
La ley podrá determinar el patrimonio familiar inalienable e inembargable. La honra, la dignidad y la 
intimidad de la familia son inviolables. Las relaciones familiares se basan en la igualdad de derechos 
y deberes de la pareja y en el respeto recíproco entre todos sus integrantes. Cualquier forma de 
violencia en la familia se considera destructiva de su armonía y unidad, y será sancionada conforme 
a la ley. Los hijos habidos en el matrimonio o fuera de él, adoptados o procreados naturalmente o 
con asistencia científica, tienen iguales derechos y deberes. La ley reglamentará la progenitura 
responsable. La pareja tiene derecho a decidir libre y responsablemente el número de sus hijos, y 
deberá sostenerlos y educarlos mientras sean menores o impedidos. Las formas del matrimonio, la 
edad y capacidad para contraerlo, los deberes y derechos de los cónyuges, su separación y la 
disolución del vínculo, se rigen por la ley civil. Los matrimonios religiosos tendrán efectos civiles en 
los términos que establezca la ley. Los efectos civiles de todo matrimonio cesarán por divorcio con 
arreglo a la ley civil. También tendrán efectos civiles las sentencias de nulidad de los matrimonios 
religiosos dictadas por las autoridades de la respectiva religión, en los términos que establezca la ley. 
La ley determinará lo relativo al estado civil de las personas y los consiguientes derechos y deberes.” 

Sentencia T-292 de 2016 

“PROTECCION CONSTITUCIONAL A LA FAMILIA-Importancia 

La familia es una institución sociológica derivada de la naturaleza del ser humano, “toda la comunidad 
se beneficia de sus virtudes así como se perjudica por los conflictos que surjan de la misma”. Entre 
sus fines esenciales se destacan la vida en común, la ayuda mutua, la procreación, el sostenimiento 
y la educación de los hijos. En consecuencia, tanto el Estado como la sociedad deben propender a 
su bienestar y velar por su integridad, supervivencia y conservación. Lineamientos que permearon 
su reconocimiento político y jurídico en la Constitución de 1991. El constituyente reguló la institución 
familiar como derecho y núcleo esencial de la sociedad en el artículo 42 Superior. De acuerdo con 
esta disposición, la familia “se constituye por vínculos naturales o jurídicos, por la decisión libre de 
un hombre y una mujer de contraer matrimonio o por la voluntad responsable de conformarla”. En 
todo caso, el Estado y la sociedad deben garantizarle protección integral.” 



 

SEGUNDA: En segundo lugar es imprescindible mencionar que dentro del Núcleo 
Familiar que convive en el Bien Inmueble bajo Matricula Inmobiliaria 300-259303, 
ubicado en la Calle 45 No 1 Occidente -4, Apartamento 503, Torre 1, Edificio El 
Portal de San Jorge del Barrio Campo Hermoso de la ciudad de Bucaramanga cuya 
propietaria es la Señora Diana María Estévez Marín identificada con la Cedula de 
Ciudadanía 37.840.641, se encuentran dos Menores de Edad y una Mujer en Estado 
de Embarazo personas de Altísima Protección Constitucional, tal como lo ha venido 
reseñado Nuestro Máximo Tribunal Constitucional en las siguientes providencias: 

Sentencia T-468 de 2018 

“NIÑOS, NIÑAS Y ADOLESCENTES COMO SUJETOS DE ESPECIAL PROTECCION CONSTITUCIONAL 

La familia, la sociedad y el Estado están obligados a asistir y proteger al niño para garantizar su 
desarrollo armónico e integral y el ejercicio pleno de sus derechos, siempre orientados por el criterio 
primordial de la prevalencia del interés superior de los niños, niñas y adolescentes, como sujetos de 
protección constitucional 

PREVALENCIA DE LOS DERECHOS DEL NIÑO-Desarrollo del principio del interés superior del menor 

De conformidad con nuestra Carta Política los derechos de los niños prevalecen sobre los de los 
demás (Art. 44, par. 3°, Superior), contenido normativo que incluye a los niños y niñas en un lugar 
primordial en el que deben ser especialmente protegidos, dada su particular vulnerabilidad al ser 
sujetos que empiezan la vida, que se encuentran en situación de indefensión y que requieren de 
especial atención por parte de la familia, la sociedad y el Estado y sin cuya asistencia no podrían 
alcanzar el pleno y armonioso desarrollo de su personalidad” 

Sentencia SU075/18 

“2.1.  Fundamento constitucional de la protección de las mujeres embarazadas 

11. Desde sus primeros años, la Corte Constitucional ha reconocido que la protección laboral 
reforzada de las mujeres durante la gestación y la lactancia es un mandato superior que se deriva 
principalmente de cuatro fundamentos constitucionales[131]: 

(i) El derecho de las mujeres a recibir una especial protección durante la maternidad[132], el cual se 
encuentra previsto en el artículo 43 de la Constitución. Dicha norma señala expresamente que las 
mujeres tienen derecho a gozar de especial asistencia y protección del Estado durante el embarazo 
y que deben recibir un subsidio alimentario, en caso de desempleo o desamparo[133]. Así, la 
jurisprudencia constitucional ha destacado que este enunciado implica a su vez dos obligaciones a 
cargo del Estado: la especial protección de la mujer embarazada y lactante −sin distinción−, y un 
deber prestacional que consiste en otorgar un subsidio cuando esté desempleada o desamparada. 
En este sentido, se trata de una protección general para todas las mujeres gestantes[134]. 

(ii) La protección de la mujer embarazada o lactante de la discriminación en el ámbito laboral, la cual 
ha sido destacada por esta Corporación en reiteradas oportunidades[135]. El fin de la salvaguarda 
en este caso es impedir la discriminación que, a raíz del embarazo, pueda sufrir la mujer, 
específicamente la terminación o la no renovación del contrato por causa o con ocasión de esa 
condición o de la lactancia[136]. De este modo, el fuero de maternidad, encuentra también su 



sustento en la cláusula general de igualdad de la Constitución[137] que proscribe la discriminación 
por razones de sexo, así como en el ya mencionado artículo 43 Superior, que dispone la igualdad de 
derechos y oportunidades entre hombres y mujeres. 

Adicionalmente, la prohibición de discriminación en el ámbito laboral de las mujeres en estado de 
embarazo ha sido ampliamente desarrollada por numerosos instrumentos internacionales, entre los 
cuales se destacan el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (PIDESC) (artículo 26), la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos (CADH) (artículos 20 y 24), el Pacto Internacional 
de Derechos Económicos Sociales y Culturales (PIDESC) (artículos 2° y 6°), la Convención 
Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer –Convención de 
Belém do Pará– (artículos 4° y 6°) y la Convención para la Eliminación de Todas las Formas de 
Discriminación contra la Mujer (CEDAW) (artículo 11). Así mismo, los Convenios y Recomendaciones 
de la Organización Internacional del Trabajo (OIT) son un referente especialmente relevante en 
materia de igualdad y no discriminación de las mujeres en el empleo[138]. 

(iii) La protección del derecho fundamental al mínimo vital y a la vida se erige también en un sustento 
normativo de la estabilidad laboral reforzada de la mujer en estado de embarazo, como lo ha reiterado 
este Tribunal[139]. Este derecho, como bien jurídico de máxima relevancia constitucional, implica no 
solo la protección de la mujer durante la etapa gestacional, sino también se extiende a la protección 
al ejercicio pleno de la maternidad. 

De este modo, la protección de la mujer durante el embarazo también responde al valor que la 
Constitución le confiere a la vida en gestación, para lo cual contempla una protección específica y 
diferenciable de aquella que se otorga al derecho a la vida[140]. Con todo, no puede perderse de 
vista que, como fue establecido en la Sentencia C-355 de 2006, “a pesar de su relevancia 
constitucional la vida no tiene el carácter de un valor o de un derecho de carácter absoluto y debe 
ser ponderada con los otros valores, principios y derechos constitucionales”[141]. 

Así mismo, la Sentencia SU-070 de 2013 señaló que “la protección especial de la mujer en estado de 
gravidez deriva de los preceptos constitucionales que califican a la vida como un valor fundante del 
ordenamiento constitucional, especialmente el Preámbulo y los artículos 11 y 44 de la Carta Política. 
La vida, como se ha señalado en reiterada jurisprudencia de esta Corporación, es un bien jurídico de 
máxima relevancia. Por ello la mujer en estado de embarazo es también protegida en forma 
preferencial por el ordenamiento como gestadora de la vida que es”[142]. 

Además, la prohibición de despido por causa o con ocasión del embarazo se encamina a garantizar 
a la mujer embarazada o lactante un ingreso que permita el goce del derecho al mínimo vital y a la 
salud, de forma independiente[143]. En este sentido, la jurisprudencia constitucional ha afirmado 
que la protección reforzada de la mujer embarazada estaría incompleta si no abarcara también la 
protección de la maternidad, es decir,  a la mujer que ya ha culminado el período de gestación y ha 
dado a luz. En esa medida, dicho mandato guarda estrecha relación con los contenidos normativos 
constitucionales que hacen referencia a la protección de los niños y de la familia[144]. 

(iv) Por último, la relevancia de la familia en el orden constitucional es una justificación adicional de 
la especial protección de la mujer gestante y lactante[145].” 

 

TERCERA: En concordancia no hay que omitir que el Naciturus o el que Está por 
Nacer es un Sujeto de Derechos y el mismo también tiene una protección especial 
concedida por la Doctrina Constitucional de la Corte Constitucional; estando 
estipulado entre otras en la siguiente Sentencia: 



Sentencia T-223/98 

“NASCITURUS-Protección constitucional/NASCITURUS-Protección de derechos fundamentales 
exigibles 

El grupo, los llamados nasciturus, se encuentra protegido por el espectro de privilegios que la Carta 
Fundamental reserva para los niños. La tradición jurídica más acendrada, que se compagina con la 
filosofía del estado social de derecho, ha reconocido que el nasciturus es sujeto de derechos en 
cuanto es un individuo de la especie humana. Los innumerables tratados y convenios internacionales 
suscritos por Colombia, así como el preámbulo de la Constitución Política, cuando asegura que el 
Estado tiene la obligación de garantizar la vida de sus integrantes; el artículo 43, al referirse a la 
protección de la mujer embarazada, y el artículo 44, cuando le garantiza a los niños el derecho a la 
vida, no hacen otra cosa que fortalecer la premisa de que los individuos que aún no han nacido, por 
la simple calidad de ser humanos, tienen garantizada desde el momento mismo de la concepción la 
protección de sus derechos fundamentales. La Constitución busca preservar al no nacido en aquello 
que le es connatural y esencial: la vida, la salud, la integridad física, etc. Sin embargo, debe tenerse 
en cuenta que un principio lógico de razonabilidad exige considerar en particular cada unos de los 
derechos fundamentales, incluso aquellos que se predican exclusivamente de los niños, para 
determinar cuál puede y cuál no puede ser exigido antes del nacimiento.” 

 

CUARTA: Así mismo es importante dejar en claro que la afirmación que genera la 
Presente Solicitud, cumple con el dictamen más importante del Beneficio de 
Competencia (Articulo 445 del Código General del Proceso) y es demostrar que por 
intermedio de los Medios Materiales Probatorios aportados a la misma, le doy a 
conocer a usted Eminente Togado que el Bien Inmueble en cuestión es el único 
Patrimonio para que mis Protegidos y Familia vivan módicamente. 

Ello da cumplimiento al Principio General del Derecho de la Carga Dinámica de la 
Prueba, la cual se encuentra desarrolla en los presentes Estamentos Legales y 
Jurisprudenciales: 

 

Código General del Proceso 

“Artículo 167. Carga de la prueba: Incumbe a las partes probar el supuesto de hecho de las normas 
que consagran el efecto jurídico que ellas persiguen. 

No obstante, según las particularidades del caso, el juez podrá, de oficio o a petición de parte, 
distribuir, la carga al decretar las pruebas, durante su práctica o en cualquier momento del proceso 
antes de fallar, exigiendo probar determinado hecho a la parte que se encuentre en una situación 
más favorable para aportar las evidencias o esclarecer los hechos controvertidos. La parte se 
considerará en mejor posición para probar en virtud de su cercanía con el material probatorio, por 
tener en su poder el objeto de prueba, por circunstancias técnicas especiales, por haber intervenido 
directamente en los hechos que dieron lugar al litigio, o por estado de indefensión o de incapacidad 
en la cual se encuentre la contraparte, entre otras circunstancias similares. 

Cuando el juez adopte esta decisión, que será susceptible de recurso, otorgará a la parte 
correspondiente el término necesario para aportar o solicitar la respectiva prueba, la cual se someterá 
a las reglas de contradicción previstas en este código. 



Los hechos notorios y las afirmaciones o negaciones indefinidas no requieren prueba.” 

Sentencia C-086 de 2016 

“7.3.- En definitiva, el Código General del Proceso (Ley 1564 de 2001) introdujo en el ámbito legal la institución 
de la carga dinámica de la prueba, que no estuvo presente en el anterior Código de Procedimiento Civil[111]. 
Es en este escenario en el cual se enmarca la norma parcialmente acusada y que ahora es objeto de examen: 

“ARTÍCULO 167. CARGA DE LA PRUEBA. Incumbe a las partes probar el supuesto de hecho de las normas que 
consagran el efecto jurídico que ellas persiguen. 

No obstante, según las particularidades del caso, el juez  podrá,  de oficio o a petición de parte, distribuir, la 
carga al decretar las pruebas, durante su práctica o en cualquier momento del proceso antes de fallar, exigiendo 
probar determinado hecho a la parte que se encuentre en una situación más favorable para aportar las evidencias 
o esclarecer los hechos controvertidos. La parte se considerará en mejor posición para probar en virtud de su 
cercanía con el material probatorio, por tener en su poder el objeto de prueba, por circunstancias técnicas 
especiales, por haber intervenido directamente en los hechos que dieron lugar al litigio, o por estado de 
indefensión o de incapacidad en la cual se encuentre la contraparte, entre otras circunstancias similares. 

Cuando el juez adopte esta decisión, que será susceptible de recurso, otorgará a la parte correspondiente el 
término necesario para aportar o solicitar la respectiva prueba, la cual se someterá a las reglas de contradicción 
previstas en este código. 

Los hechos notorios y las afirmaciones o negaciones indefinidas no requieren prueba”. (Se resalta la expresión 
demandada) 

Fue decisión consciente y deliberada del Legislador mantener como principio general de la carga de la prueba 
el onus probandi,  según el cual “incumbe a las partes probar el supuesto de hecho de las normas que consagran 
el efecto jurídico que ellas persiguen”. En breves líneas, su alcance ha sido explicado por la jurisprudencia en 
los siguientes términos: 

“Luego de una prolongada evolución, las reglas de la carga de la prueba en materia civil han decantado hasta 
el punto que es posible resumir su doctrina en tres principios jurídicos fundamentales: ‘onus probandi incumbit 
actori’, al demandante le corresponde probar los hechos en que funda su acción; ‘reus, in excipiendo, fit actor’, 
el demandado, cuando excepciona, funge de actor y debe probar los hechos en que funda su defensa; y, ‘actore 
non probante, reus absolvitur’, según el cual el demandado debe ser absuelto de los cargos si el demandante 
no logra probar los hechos fundamento de su acción”[112]. 

Sin embargo, este postulado no es absoluto por cuanto admite al menos dos excepciones que la misma ley 
contempla, a saber: (i) la carga dinámica de la prueba y (ii) los hechos notorios y las afirmaciones o negaciones 
indefinidas.   

La acreditación de los hechos (de acción o de excepción) es una carga procesal que bien puede ser asignada a 
las partes que los invocan. En efecto, sobre la base de que el ejercicio de cualquier derecho implica 
responsabilidades –el acceso a la administración de justicia es uno de ellos-, esta exigencia no es sino una 
manifestación concreta del deber general previsto en el artículo 95-7 de la Carta Política, de “colaborar para el 
buen funcionamiento de la administración de la justicia”. 

A juicio de la Corte el principio del onus probandi como exigencia general de conducta prevista por el Legislador 
en el Código General del Proceso no se refleja como irrazonable ni desproporcionada. En efecto, responde a 
fines constitucionalmente legítimos: ejercer los derechos con responsabilidad y colaborar con el buen 
funcionamiento de la administración de justicia, contribuir al esclarecimiento de la verdad en el marco de un 
proceso judicial, asegurar la prevalencia del derecho sustancial y velar por la vigencia de un orden justo. 

Es también una carga adecuada para lograr esos mismos cometidos, si se tiene en cuenta que quien invoca un 
hecho lo hace –lo debe hacer- sobre la base de un conocimiento previo del mismo y por lo general dispone de 



algunos elementos mínimos para dar crédito a sus afirmaciones, en especial cuando pretende obtener algún 
beneficio de ellos; igualmente, contribuye eficazmente con el juez en su tarea de dilucidar la verdad, garantizar 
la primacía del derecho sustancial y resolver los litigios dentro de un término razonable (celeridad). 

Además, tal exigencia no resulta desproporcionada precisamente porque el propio ordenamiento ha previsto 
algunas excepciones para aquellos eventos en los cuales la prueba es superflua (hechos notorios), o cuando una 
persona enfrenta serias dificultades para demostrar un hecho, por ejemplo por razones lógicas (afirmaciones y 
negaciones indefinidas), técnicas (cuando se requiere conocimientos especializados), económicas (costo 
significativo) o incluso jurídicas (acceso restringido a la información), entre otras.” 

 

QUINTA: Por ultimo, pero no menos importante le doy a conocer a Honorable 
Estrado Judicial que dentro del Problema Jurídico que nos atañe surge el conflicto 
de Dos Derechos los cuales son el Derecho del Banco Caja Social -B.C.S.C. S.A a 
Asegurar y Recuperar una Deuda Adquirida Legalmente por mis Poderdantes y el 
Derecho a la Protección de la Unidad Familiar, a los Menores de Edad, a la Mujer 
en Estado de Gravidez, del Naciturus y del Único Bien para su Módica Subsistencia; 
por lo que es de aplicar el Principio de Proporcionalidad para así determinar la 
primacía de los Derechos que Usted como Togado vea de mayor importancia 
jerárquica para el caso en concreto sin dejar a un lado que los Derechos de los 
Niños, Niñas y Adolescentes tiene prevalencia frente a los demás en todas las 
Actuaciones  Judiciales, Extrajudiciales y Administrativas. 

Constitución Política 

“Artículo 44. Son derechos fundamentales de los niños: la vida, la integridad física, la salud y la 
seguridad social, la alimentación equilibrada, su nombre y nacionalidad, tener una familia y no ser 
separados de ella, el cuidado y amor, la educación y la cultura, la recreación y la libre expresión de 
su opinión. Serán protegidos contra toda forma de abandono, violencia física o moral, secuestro, 
venta, abuso sexual, explotación laboral o económica y trabajos riesgosos. Gozarán también de los 
demás derechos consagrados en la Constitución, en las leyes y en los tratados internacionales 
ratificados por Colombia. La familia, la sociedad y el Estado tienen la obligación de asistir y proteger 
al niño para garantizar su desarrollo armónico e integral y el ejercicio pleno de sus derechos. 
Cualquier persona puede exigir de la autoridad competente su cumplimiento y la sanción de los 
infractores. Los derechos de los niños prevalecen sobre los derechos de los demás.” 

Código de Infancia y Adolescencia  

“Artículo 9°. Prevalencia de los derechos. En todo acto, decisión o medida administrativa, judicial o 
de cualquier naturaleza que deba adoptarse en relación con los niños, las niñas y los adolescentes, 
prevalecerán los derechos de estos, en especial si existe conflicto entre sus derechos fundamentales 
con los de cualquier otra persona. En caso de conflicto entre dos o más disposiciones legales, 
administrativas o disciplinarias, se aplicará la norma más favorable al interés superior del niño, niña 
o adolescente.” 

El Principio de Ponderación se encuentra desarrollado en la siguiente Providencia: 

Sentencia T-027 de 2018 

“5.Ponderación entre los niveles razonables de satisfacción de los derechos fundamentales 



108.Tradicionalmente, la jurisprudencia constitucional ha aplicado la ponderación para solucionar 
colisiones entre derechos y principios fundamentales. Esta metodología debe ser utilizada por el juez 
constitucional para resolver casos relacionados con la faceta prestacional de los derechos 
fundamentales, como, por ejemplo, los derechos a la igualdad, al libre desarrollo de la personalidad 
y la intimidad. También para estos casos, la ponderación se ofrece como un criterio metodológico 
racional que permite analizar la relación entre las libertades fundamentales y sus posibles 
limitaciones. 

109. Analizar la faceta prestacional de los derechos, por lo general, implica la existencia de una 
posición jurídica, en la que el titular del derecho exige que el obligado realice una determinada acción, 
a efectos de alcanzar un determinado nivel de satisfacción del derecho (nivel de satisfacción 
pretendido). En estos términos, la ponderación no se puede estudiar, simplemente, como una colisión 
de derechos, sino que implica que el juez constitucional deba ponderar entre distintos niveles 
razonables de satisfacción de los derechos. 

110.Esto se explica porque la Constitución prevé un amplio catálogo de derechos, los cuales tienen 
una clara dimensión normativa; sin embargo, esta es abierta, en la medida que no define cómo o en 
qué términos estos deben ser garantizados. Es más, la Constitución, como regla general, no 
determina cuál debe ser el nivel –ya sea mínimo, máximo o uno intermedio– de satisfacción de los 
derechos. Tampoco determina qué políticas públicas, programas o acciones concretas deben 
implementarse para tal efecto. Esta indeterminación resulta latente a la hora de evaluar cuál debe 
ser la acción del obligado, a fin de satisfacer el contenido razonable del derecho y, en consecuencia, 
poder concluir si existe o no una vulneración a un derecho fundamental. 

111. Ahora bien, al ponderar la faceta prestacional de los derechos fundamentales, el juez debe 
realizar una interpretación de la Constitución de manera sistemática y armónica, la cual debe atender 
a las características propias del Estado social de derecho. En este sentido, la jurisprudencia 
constitucional ha señalado que las autoridades tienen el deber de “esforzarse en la construcción de 
las condiciones indispensables para asegurar a todos los habitantes del país una vida digna dentro 
de las posibilidades económicas que estén a su alcance”[124]. Asimismo, ha reconocido que 
“primariamente, el Congreso tiene la tarea de adoptar las medidas legislativas necesarias para 
construir un orden político, económico y social justo”[125]. 

112.  En tales términos, la finalidad que persigue la aplicación de la ponderación a la faceta 
prestacional de los derechos fundamentales consiste en determinar cuál debe ser el nivel razonable 
de satisfacción del derecho, el cual corresponde al contenido razonable atribuible al mismo. Este 
puede coincidir, o no, (i) con el nivel de satisfacción pretendido, (ii) con el nivel de satisfacción 
provisto por el obligado, o, de ser el caso, (iii) un nivel de satisfacción distinto. La conclusión a la que 
se llegue dependerá de las circunstancias del caso concreto. 

113. En conclusión, tal como se señaló en los párrafos anteriores, con la aplicación de este principio 
se persigue determinar cuál debe ser el nivel razonable de satisfacción de los derechos 
fundamentales. Este nivel razonable de satisfacción, a su vez, también es indeterminado. Sin 
embargo, esta indeterminación se puede superar, al aplicar la ponderación en dos pasos: (i) un 
análisis interpretativo acerca del contenido del derecho, y, en consecuencia, del nivel de satisfacción 
razonable del mismo –análisis de razonabilidad–; y, (ii) un análisis empírico acerca del modo de 
satisfacción –análisis de proporcionalidad–.” 

 

 



FUNDAMENTOS PROBATORIOS A LA AFIRMACIÓN 

1. Registro Civil de Matrimonio 

2. Registro Civil de Nacimiento de Nicolhas Pineda Estévez 

3. Registro Civil de Nacimiento de Mathias Pineda Estévez 

4. Declaraciones Juramentadas 

5. Ecografía del Desarrollo del Embarazo de Diana María Estévez Marín 

 

 

SOLICITUDES 

PRIMERA: Se le solicita a su Honorable Despacho que se acceda de manera 
irrevocable al Beneficio de Competencia, contemplado en el Articulo 445 del Código 
General del Proceso. 

 

SEGUNDA: De ser concedida la Primera Solicitud, se sirva levantar todas las 
Medidas de Embargo y Secuestro al Bien Inmueble bajo Matricula Inmobiliaria 300-
259303, ubicado en la Calle 45 No 1 Occidente -4, Apartamento 503, Torre 1, 
Edificio El Portal de San Jorge del Barrio Campo Hermoso de la ciudad de 
Bucaramanga cuya propietaria es la Señora Diana María Estévez Marín identificada 
con la Cedula de Ciudadanía 37.840.641. 

 

TERCERA: De ser procedente la Solicitud No 1, se requiere que se le comunique 
tal decisión en el término más expedito al Banco Demandante. 

 

PROCEDIMIENTO 

La Solicitud de Beneficio de Competencia se tramitará por las reglas tipificadas en 
el Articulo 445 del Código General del Proceso en concordancia con el Articulo 302 
Ibídem. 

 

ANEXOS 

A. Cedula de Ciudadanía 

B. Tarjeta Profesional  



 

NOTIFICAIONES 

Recibiré notificaciones en los siguientes puntos informativos:   

Teléfono: 6838829  

Celular: 3057210718  

Correo Electrónico: daniel209496@gmail.com  

Dirección Física: Carrera 20 No 158-162 del Conjunto Residencial Jardines del 
Campestre Casa 9 – Floridablanca  

Atentamente  

 
DANIEL NIÑO MUTIS   
C.C 1.098735735  
T.P 313701 
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